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de los baremos con los factores de corrección contenidos
en la tabla V, apartado B) del anexo de la Ley 30/1995,
vulnera el derecho a la tutela judicial efectiva en la medi-
da en que impida la reparación íntegra de los perjuicios
causados, cuando se acrediten perjuicios superiores deri-
vados de daños de carácter personal, siempre y cuando
tengan su causa exclusiva en una culpa relevante y, en
su caso judicialmente declarada, imputable al agente
causante del daño. Las razones de esta declaración de
inconstitucionalidad se analizaron en los fundamentos
jurídicos 17, 18, 19 y 20 de dicha Sentencia que aquí
procede dar por íntegramente reproducidos.

En el caso enjuiciado, las resoluciones judiciales,
expuestas en lo que interesa en los antecedentes de
hecho de esta Sentencia, condenaron al conductor del
vehículo que atropelló al demandante como autor de
una falta de lesiones imprudentes del art. 621.3 del Códi-
go penal, constatando en los hechos probados que el
conductor del camión frigorífico atropelló a don Nicolás
Arribas Prádanos al «dar marcha atrás sin apercibirse
de su presencia», y le causó las lesiones descritas. De
ahí se deriva que los órganos judiciales han declarado
la culpa relevante del conductor del camión. Constatado
lo anterior, y que en la Sentencia dictada en apelación
se aplica exclusivamente el factor de corrección previsto
en el apartado B) de la tabla V del anexo, excluyendo
expresamente por falta de previsión legal los perjuicios
derivados de la contratación de un trabajador que sus-
tituyera al demandante en sus labores agrícolas a con-
secuencia de la incapacidad del demandante, a pesar
de tener por acreditado el gasto efectuado, ha de con-
cluirse que en relación con este extremo se ha producido
la vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva
del recurrente, al haber impedido la íntegra reparación
del daño causado, con la consecuencia de la anulación
parcial de la Sentencia dictada por la Audiencia Pro-
vincial de Palencia en lo que respecta estrictamente a
este pronunciamiento. Ha de mantenerse el resto de
los pronunciamientos de dicha Sentencia, tanto los que
se refieren al aspecto penal, como al resto de las indem-
nizaciones concedidas, retrotrayendo las actuaciones al
momento anterior a dictar Sentencia a los efectos de
que el órgano judicial se pronuncie nuevamente sobre
la pretensión resarcitoria relativa a los gastos acreditados
en los términos establecidos por el Juzgado de instancia,
sin tener en cuenta la limitación establecida en el apar-
tado B) de la tabla V del anexo de la Ley sobre res-
ponsabilidad civil y seguro de circulación de vehículos
de motor, en la redacción dada a la misma por la Dis-
posición adicional octava de la Ley 30/1995, de 8 de
noviembre, de ordenación y supervisión de los seguros
privados y desestimando en lo demás el recurso de
amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Nicolás Arribas
Prádanos y, en consecuencia:

1.o Reconocer el derecho del recurrente a la tutela
judicial efectiva (art. 24.1 CE).

2.o Declarar la nulidad de la Sentencia dictada por
la Audiencia Provincial de Palencia de 15 de junio de
1998, en los términos y con los efectos establecidos
en el fundamento jurídico 8 de esta Sentencia.

3.o Retrotraer las actuaciones al momento inmedia-
tamente anterior a dictar Sentencia resolviendo el recur-
so de apelación a fin de que el órgano judicial dicte

sentencia en los términos expuestos en el fundamento
jurídico 8 de esta resolución.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a seis de mayo de dos mil dos.—Ma-
nuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Pablo García Man-
zano.—Fernando Garrido Falla.—María Emilia Casas Baa-
monde.—Javier Delgado Barrio.—Roberto García-Calvo y
Montiel. Firmado y rubricado.

10775 Sala Primera. Sentencia 103/2002, de 6 de
mayo de 2002. Recurso de amparo 3537/98.
Promovido por don Ramón Gutiérrez Bobadilla
y otros frente a la Sentencia de la Sala de
lo Social del Tribunal Superior de Justicia de
Madrid que desestimó su demanda contra el
Fondo de Garantía Salarial sobre indemniza-
ciones por despido.
Vulneración del derecho a la igualdad: alcance
de la garantía pública del abono de indemi-
nizaciones derivadas de la extinción de con-
tratos de trabajo por causas objetivas.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Manuel Jiménez de Parga y Cabrera, Pre-
sidente, don Pablo García Manzano, don Fernando Garri-
do Falla, doña María Emilia Casas Baamonde, don Javier
Delgado Barrio y don Roberto García-Calvo y Montiel,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3537/98, promovido
por don Ramón Gutiérrez Bobadilla, don Julián Valdeón
García y doña María Jesús Villegas Andrada, represen-
tados por la Procuradora de los Tribunales doña Marta
Martínez Tripiana y bajo la asistencia del Letrado don
Luis Redondo Redondo, contra la Sentencia dictada en
suplicación (recurso núm. 2583/97) en el procedimiento
núm. 868/96, por la Sala de lo Social del Tribunal Supe-
rior de Justicia de Madrid el día 2 de octubre de 1997,
y contra el Auto de la Sala de lo Social del Tribunal
Supremo de 11 de junio de 1998 que inadmitió el
recurso de casación para la unificación de doctrina
núm. 4610/97 interpuesto contra la anterior Sentencia.
Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha comparecido y
formulado alegaciones el Abogado del Estado en la repre-
sentación que legalmente ostenta. Ha sido Ponente el
Presidente don Manuel Jiménez de Parga y Cabrera,
quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal con fecha
de 30 de julio de 1998, la Procuradora doña Marta Mar-
tínez Tripiana, en nombre y representación de don
Ramón Gutiérrez Bobadilla, don Julián Valdeón García
y doña María Jesús Villegas Andrada, interpuso demanda
de amparo constitucional contra las resoluciones judi-
ciales que se hace mérito en el encabezamiento por
entender que vulneran el art. 14 CE.

2. La demanda de amparo tiene su origen en los
siguientes hechos:

a) Con fecha de 29 de noviembre de 1995 la empre-
sa Supermercados Rubio, S. A., comunica a los recurren-
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tes en amparo su despido, aduciendo la necesidad de
amortizar sus puestos de trabajo por causas económicas,
técnicas, organizativas o de producción, con base en
el art. 52.c de la Ley del estatuto de los trabajadores,
aprobada por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24
de marzo (en adelante, LET), decisión contra la que aqué-
llos presentaron demanda por despido, que fue deses-
timada por Sentencia del Juzgado de lo Social núm. 23
de Madrid, de fecha de 26 de febrero de 1996, que
declaró la procedencia de la decisión extintiva y condenó
a la demandada al abono a los actores de las corres-
pondientes indemnizaciones fijadas legalmente (art. 53
LET) para los casos de extinción del contrato de trabajo
por causas objetivas.

b) Por Auto de 22 de abril de 1996, el Juzgado
de lo Social declaró con carácter provisional la insol-
vencia de la parte demandada, y ante la imposibilidad
de hacer frente al pago de las indemnizaciones debidas
por despido, los actores reclamaron su abono al Fondo
de Garantía Salarial (en adelante, FOGASA) en su calidad
de responsable subsidiario, pero su solicitud fue dene-
gada por no estar incluida la extinción por causas obje-
tivas del art. 52.c LET —precepto conforme al cual la
empresa había extinguido sus contratos de trabajo—,
entre los supuestos en los que el mencionado organismo
incurre en responsabilidad subsidiaria cuando la empresa
resulta insolvente, pues el art. 33.2 LET, entonces vigen-
te, sólo se refería a los casos de despedidos conforme
al art. 50 y 51 LET.

c) Disconformes con la denegación de su solicitud,
los actores presentaron demanda ante la jurisdicción de
lo social (autos núm. 868/96), que fue estimada por
Sentencia del Juzgado de lo Social núm. 22 de Madrid,
de 4 de febrero de 1997, que condenó al FOGASA como
responsable subsidiario al pago de las correspondientes
indemnizaciones. Señala el Juzgado que aunque el
art. 33.2 LET establecía la responsabilidad subsidiaria
del FOGASA únicamente a favor de los trabajadores que
habían sido despedidos conforme a los arts. 50 y 51
LET, había que tener en cuenta que, tras la modificación
operada en esta última norma por la Ley 11/1994, se
había modificado el art. 52 LET, incluyendo en su apar-
tado c), como causa de extinción individual del contrato
de trabajo, la necesidad objetivamente acreditada de
amortizar puestos de trabajo por alguna de las causas
previstas en el art. 51.1 LET. De tal forma que el Estatuto
de los trabajadores regula, por un lado, el despido fun-
dado en causas económicas, técnicas, organizativas o
de producción, cuando afecte la medida extintiva a un
colectivo de trabajadores superior a los mínimos fijados
legalmente (art. 51 LET) y, por otra parte, la extinción
del contrato por idénticas causas siempre que el número
de trabajadores afectados por el despido sea inferior
a tal límite cuantitativo (art. 52.c LET). En consecuencia,
manteniendo la relación de los dos preceptos y la iden-
tidad existente entre los despidos realizados al amparo
de ellos, sostiene que el art. 33.2 LET también resulta
aplicable a las extinciones realizadas al amparo del
art. 52.c LET, y que lo contrario supondría dar un peor
trato a los trabajadores por el hecho de pertenecer a
pequeñas empresas o que, aún prestando sus servicios
para empresa de mayor entidad, fuesen objeto de des-
pidos por causas económicas, técnicas, organizativas o
de producción a los que no les era aplicable el art. 51
LET sino el art. 52.c LET, debido al número de traba-
jadores despedidos.

d) Recurrida la anterior Sentencia en suplicación por
el FOGASA, el recurso fue estimado por Sentencia de
la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia
de Madrid, de 2 de octubre de 1997, que revocó la
Sentencia de instancia, absolviendo al Fondo de la can-
tidad reclamada, al entender que el art. 33.2 LET no
era aplicable al caso, al referirse sólo a los casos de

despidos o extinciones de contrato de trabajo de los
arts. 50 y 51 LET. Concluye diciendo que lo solicitado
por los actores no encajaba en lo dispuesto en el art. 33.2
LET, que permaneció inalterable en la reforma laboral
de 1994, y señala que si efectivamente hubiese querido
el legislador modificarlo y ampliar su contenido, lo hubie-
ra hecho, como lo hizo respecto al apartado 8 de ese
mismo precepto, al decidir que también cubriese los
supuestos de despidos del art. 52.c LET.

e) Contra la anterior Sentencia, los actores inter-
pusieron recurso de casación para la unificación de doc-
trina, que fue inadmitido por Auto de la Sala de lo Social
del Tribunal Supremo, de 11 de junio de 1998, por falta
de relación precisa y circunstanciada de la contradicción,
falta de validez de la Sentencia aducida y falta de
contradicción.

3. Basándose en ese itinerario procesal, los quejo-
sos alegan que las resoluciones judiciales impugnadas
vulneran el derecho a la igualdad ante la Ley (art. 14
CE) al negarles la posibilidad de cobrar subsidiariamente
del FOGASA las indemnizaciones por despido recono-
cidas en Sentencia, por el hecho de haber procedido
el empresario a extinguir sus contratos de trabajo en
número inferior al consagrado como despido colectivo
en el art. 51 LET. En este sentido, afirman que tras la
entrada en vigor de la Ley 11/1994, de 19 de mayo
(por la que se modifican determinados artículos del Esta-
tuto de los trabajadores, de la Ley de procedimiento
laboral y de la Ley sobre infracciones y sanciones en
el orden social), el Estatuto de los Trabajadores regula,
por un lado, el despido colectivo fundado en causas
económicas, técnicas, organizativas o de producción (art.
51 LET) y, por otro, la extinción del contrato por idénticas
causas, siempre que el número de trabajadores despe-
didos no alcance el fijado legalmente para poder cali-
ficarlos como despidos colectivos (art. 52.c LET). Por
lo tanto, afirman que en uno y otro caso —se utilice
el cauce del art. 51 LET o del art. 52.c LET—, la extinción
del contrato de trabajo obedece a idénticas causas, exis-
tiendo únicamente una diferencia en cuanto al número
de trabajadores afectados por la medida extintiva que
no justifica el trato distinto que la ley les dispensa. Aña-
den que, prueba de ello, es que con motivo de corregir
la clara discriminación que se estaba produciendo al
negar a los trabajadores despedidos en virtud del
art. 52.c LET la percepción de indemnizaciones a cargo
del FOGASA, el Legislador había aprobado poco después
de que se dictase la resolución impugnada, la Ley
60/1997, de 19 de diciembre, de modificación del Esta-
tuto de los trabajadores en materia de cobertura del
Fondo de Garantía Salarial, por la que se reformó el
art. 33.2 LET a los efectos de garantizar el pago de
las indemnizaciones no sólo a los trabajadores despe-
didos conforme a los arts. 50 y 51, sino también cuando
la extinción del contrato de trabajo se base en el art. 52.c
LET, como es su caso.

4. La Sección Segunda, mediante providencia de 14
de junio de 1999, admitió a trámite la demanda y, en
aplicación del art. 51 LOTC, acordó dirigir comunicación
a la Sala de lo Social del Tribunal Supremo, Sala de
lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Madrid
y Juzgado de lo Social núm. 22 de Madrid, para que
en el plazo de diez días remitiesen certificación o foto-
copia adverada de las actuaciones correspondientes; así
como para que se emplazase a quienes hubieran sido
parte en el procedimiento, excepto la parte recurrente
en amparo, a los efectos de que en el plazo de diez
días pudiesen comparecer en el recurso de amparo y
defender sus derechos.

5. Con fecha de 22 de junio de 1999, el Abogado
del Estado presenta escrito de personación. Por provi-
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dencia de la Sala Primera de 13 de septiembre de 1999,
se le tiene por personado y parte en nombre y repre-
sentación del Fondo de Garantía Salarial, y a tenor de
lo dispuesto en el art. 52 LOTC se acuerda dar vista
de las actuaciones por un plazo de veinte días, a los
efectos de que el Ministerio Fiscal y las partes perso-
nadas puedan efectuar las alegaciones que a su derecho
convenga. No obstante, los recurrentes en amparo opta-
ron por no cumplimentar el trámite conferido.

6. Con fecha de 14 de octubre de 1999 presenta
su escrito de alegaciones el Abogado del Estado en nom-
bre y representación del Fondo de Garantía Salarial, en
el que solicita la desestimación del recurso de amparo.
En primer término, mantiene que puesto que el recurren-
te identifica, como objetos exclusivos del recurso de
amparo, a las resoluciones dictadas por el Tribunal Supe-
rior de Justicia y por el Tribunal Supremo, es de apli-
cación el art. 44 LOTC, al haber sido lesionado el derecho
fundamental invocado por un acto u omisión de un órga-
no judicial. No obstante lo cual, el Abogado del Estado
prosigue diciendo que al denunciarse la lesión del dere-
cho a la igualdad (art.14 CE) se hace patente la dis-
cordancia entre el derecho invocado como lesionado y
su imputación a determinados actos del poder público,
ya que la resolución del Tribunal Superior de Justicia
se limitó a proclamar la regularidad jurídica de la actua-
ción del Fondo de Garantía Salarial, y el Auto del Tribunal
Supremo tuvo por objeto aspectos puramente procesales
al limitarse a inadmitir el recurso de casación para la
unificación de doctrina que había sido interpuesto. En
consecuencia, considera que se ha incumplido el requi-
sito impuesto en el art. 44 LOTC de que las resoluciones
judiciales identificadas como objeto del recurso de ampa-
ro hayan lesionado de un modo inmediato y directo el
derecho fundamental invocado. También añade que el
recurso de casación para la unificación de doctrina fue
indebidamente interpuesto, resultando patente su mani-
fiesta improcedencia al no cumplir tampoco con los
requisitos formales determinantes de su admisión.

En segundo término, y en cuanto al fondo, el Abogado
del Estado afirma que efectivamente Ley 60/1997 mues-
tra a través de Exposición de Motivos su intención de
paliar las diferencias de trato que la interpretación literal
del art. 33.2 LET venía produciendo, pero que habían
de valorarse tales manifestaciones en sus justos térmi-
nos, como puro antecedente legislativo de la norma que
era objeto de presentación. Dicha Ley limitó la retroac-
ción de sus efectos a través de su Disposición transitoria
única (según la cual, los expedientes de solicitud del
reconocimiento de prestaciones de garantía salarial que
se presenten, por las causas del art. 52.c del Estatuto
de los trabajadores, surtirían efectos desde la entrada
en vigor de esa Ley) por lo que resultaba dudoso que
los actores pudiesen acogerse a sus beneficios. No obs-
tante, señala el Abogado del Estado que una interpre-
tación favorable a la mayor efectividad de los derechos
fundamentales, quizá pudiera propiciar un entendimiento
amplio de la mencionada Disposición transitoria, pero
que ésta era una cuestión que no se pudo plantear en
el procedimiento judicial al ser la Ley 60/1997 posterior
a la resolución impugnada en amparo.

Una cosa es que la reforma introducida por esa Ley
haya eliminado las diferencias entre los preceptos cita-
dos del Estatuto de los trabajadores, incluso retroacti-
vamente, y otra, bien distinta, que interpretemos el texto
de la redacción anterior en contra de su propio sentido,
pues existen diferencias entre los supuestos contempla-
dos que, a su juicio, justifican el diferente tratamiento
normativo dispensado. En este sentido, afirma el Abo-
gado del Estado que el art. 51 LET da cobertura a una
extinción masiva de las relaciones de trabajo por causas
objetivas (despidos colectivos) que se podrían considerar

originadas por un suceso de fuerza mayor, respecto a
la que la ley prevé el abono de indemnizaciones por
despido a cargo del FOGASA dada su mayor repercusión
social. Sin embargo, el art. 52 LET contiene causas de
extinción del contrato de trabajo que revelan circuns-
tancias individuales que no afectan genéricamente a la
empresa o a su actividad sino al trabajo de concretas
personas. En consecuencia, aunque las causas defini-
torias del despido colectivo y de la extinción por causas
objetivas del art. 52.c LET son las mismas, la identidad
que entre ambos preceptos existe no es más que apa-
rente, ya que tales causas tienen un componente diverso
dependiendo del número de trabajadores a los que afec-
ten. En este sentido, señala que si bien es común a
todos los supuestos comprendidos en los arts. 51 y 52
LET la inimputabilidad al trabajador de la causa extintiva,
sin embargo, no por ello deja de marcarse la diferencia
entre unas circunstancias individuales y unos efectos
de amplia repercusión social que el legislador puede con-
siderar diversamente a efectos de su acción protectora.
De este modo, un despido que afecta a un gran número
de trabajadores es siempre un problema social más grave
y mejor identificable en su veracidad que una extinción
ocasional de un determinado puesto de trabajo, aunque
unos y otros puedan tipificarse o encuadrarse en una
causas genéricas de filiación parecida. Por lo tanto, no
se puede decir que la distinción entre despidos colectivos
y despidos individuales haya sido «creada artificiosamen-
te por el legislador» en el ámbito de su acción pres-
tacional; la limitación de medios ha podido justificar esa
diferencia de trato. Sin embargo, los recurrentes en
amparo no han justificado la existencia de arbitrariedad
por parte del legislador, sino que se han limitado a pon-
derar simplemente la identidad de los enunciados gené-
ricos de la propia ley, olvidando que esa identidad de
enunciados no borra la fundamental y legítima diferencia
entre las causas colectivas de extinción de contratos
de trabajo frente a las estrictamente individuales.

7. Por escrito de fecha de 19 de octubre de 1999,
el Ministerio Fiscal presentó su escrito de alegaciones,
interesando que se otorgue el amparo, al entender que
la Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal Superior
de Justicia de Madrid, de 2 de octubre de 1997, no
tuvo en cuenta la diferencia de trato que suponía la
tesis mantenida por el Fondo de Garantía Salarial al dene-
gar a los actores las indemnizaciones solicitadas, y que
se apoyaba en meras razones numéricas, carentes de
virtualidad para justificar el diferente tratamiento, des-
conociendo la jurisprudencia constitucional que ha des-
cartado tales diferencias basadas en meros factores
cuantitativos y que exige una más cuidadosa justificación
mediante la puesta de manifiesto de otros factores con-
comitantes que expliquen la diferencia de trato (cita
SSTC 177/1993 y 22/1994). Añade el Fiscal, además,
que prueba de que la interpretación del art. 33.2 LET
efectuada tanto por el mencionado organismo como por
la Sala sentenciadora no era la correcta, lo muestra la
propia Exposición de Motivos de la Ley 60/1997 en
la que se afirma que tal tesis produce un claro perjuicio
a un número importante de trabajadores y un agravio
comparativo respecto de otros. Por último, concluye el
Ministerio Fiscal diciendo que el Auto de la Sala de lo
Social del Tribunal Supremo, de 11 de junio de 1998,
no ha incurrido en la violación denunciada, ya que se
limitó a inadmitir el recurso de casación para la uni-
ficación de doctrina por apreciar el incumplimiento de
alguno de los requisitos legalmente establecidos para
su preparación e interposición, decisión de inadmisión
que ni siquiera se cuestiona por los actores.

8. Por providencia de 30 de abril de 2002, se fijó
para la deliberación y votación de la presente Sentencia
el día 6 de mayo.
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II. Fundamentos jurídicos

1. Tal y como ha quedado expuesto en los ante-
cedentes, a través del presente recurso de amparo los
quejosos impugnan la Sentencia de la Sala de lo Social
del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, de 2 de
octubre de 1997, y el Auto de la Sala de lo Social del
Tribunal Supremo, de 11 de junio de 1998 (recaídos
en el procedimiento núm. 868/96) por entender que
vulneran el derecho a la igualdad ante la ley (art. 14
CE), al habérseles negado el derecho a percibir del Fondo
de Garantía Salarial (FOGASA) las indemnizaciones por
extinción de contrato por causas objetivas (art. 52.c del
texto refundido de la Ley del estatuto de los trabajadores,
aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24
de marzo, en adelante, LET). Entienden los recurrentes
que esta negativa, fundada en la no inclusión en el
art. 33.2 LET de los despidos realizados conforme al
art. 52.c LET, les discrimina respecto a aquellos traba-
jadores que ven extinguido su contrato en virtud de idén-
ticas causas (económicas, técnicas, organizativas y de
producción), pero a los que se les aplica el art. 51 LET,
debido al número de trabajadores afectados por el
despido.

El Abogado del Estado solicita la desestimación de
la pretensión de los demandantes de amparo alegando
que se ha incumplido el art. 44 LOTC, de un lado, porque
se ha interpuesto un recurso manifiestamente improce-
dente —el de casación para la unificación de doctrina—
al no cumplirse con los requisitos formales determinan-
tes de su admisión, y de otra parte, porque las reso-
luciones judiciales identificadas como objeto del recurso
de amparo no han lesionado de un modo inmediato y
directo el derecho fundamental invocado. Por lo que al
fondo respecta, sostiene que la diferencia de trato dis-
pensada por el legislador a favor de los despidos regu-
lados en el art. 51 en detrimento de los regulados en
el art. 52.c LET, encuentra justificación en la mayor reper-
cusión social que los primeros tienen respecto a los
segundos.

Por su parte, el Ministerio Fiscal afirma que el objeto
del recurso de amparo lo constituye únicamente la reso-
lución dictada por el Tribunal Superior de Justicia, dado
que, aunque se cita también la dictada por el Tribunal
Supremo, ésta se limitó a inadmitir el recurso de casación
para la unificación de doctrina, sin que haya sido tal
decisión de inadmisión considerada en la demanda de
amparo. En cuanto al fondo, interesa que se otorgue
el amparo al entender que la diferencia de trato dis-
pensada a los quejosos se apoya en meras razones numé-
ricas que carecen de virtualidad para justificar el dife-
rente tratamiento; prueba de ello es que la Ley 60/1997,
de 19 de diciembre, de modificación del estatuto de
los trabajadores en materia de cobertura del Fondo de
Garantía Salarial, haya intentado paliar ese agravio com-
parativo procediendo a la modificación del art. 33.2 LET
para que no sólo los trabajadores despedidos por el cau-
ce del art. 51 LET, sino también los que lo fuesen a
través del art. 52.c LET, disfruten de las garantías pre-
vistas en aquel precepto.

2. Con carácter previo a cualquier otra cuestión, es
preciso analizar las alegación del Abogado del Estado
referida a la eventual improcedencia del recurso de casa-
ción para la unificación de doctrina interpuesto por la
parte actora. A este respecto, se hace preciso recordar
que la vía judicial sólo podrá considerarse efectivamente
agotada, y abierto el camino del proceso constitucional
de amparo, cuando se hayan interpuesto los recursos
pertinentes y útiles en tiempo y forma, ya que si se
interponen de modo extemporáneo o legalmente impro-
cedente, se priva al órgano judicial, por causa sólo impu-
table a la conducta procesal de quienes recurren, del

conocimiento y resolución de la cuestión de fondo y,
por tanto, de la posibilidad de reparar la lesión cons-
titucional denunciada a través del recurso de amparo,
lo que es contrario a la naturaleza subsidiaria de este
último (SSTC 218/2000, de 18 de septiembre, FJ 3;
42/2001, de 12 de febrero, FJ 2; y 86/2001, de 2
de abril, FJ 2). Ahora bien, y puesto que este Tribunal
ha venido manteniendo también que en los casos de
defectuosa interposición del recurso —salvo cuando su
inadmisión estuviera fundada en su extemporaneidad—
ha de entenderse cumplido el requisito del agotamiento
de la vía judicial previa (por todas, SSTC 53/2000, de
18 de febrero, FJ 2, y 111/2000, de 5 de mayo, FJ
4), se ha de rechazar el motivo de inadmisibilidad plan-
teado, máxime si, como ocurre en el caso de autos, la
inadmisión del recurso de casación para la unificación
de doctrina no sólo obedeció a defectos formales, sino
también al incumplimiento de un requisito de fondo y
no meramente procesal, como lo es el de la exigencia
de contradicción entre la Sentencia recurrida y las ofre-
cidas como término de contraste (STC 111/2000, de
5 de mayo, FJ 4).

Por lo demás, tampoco puede admitirse que se haya
incumplido en este caso el art. 44 LOTC por no resultar
imputable a las resoluciones judiciales impugnadas de
modo directo e inmediato la lesión del derecho funda-
mental invocado, toda vez que el objeto de la presente
demanda gira, precisamente, en torno a esa cuestión,
puesto que los recurrentes no hacen otra cosa que repro-
char al Tribunal Superior de Justicia el que no haya dado
a la legalidad aplicable (art. 33.2 LET) una interpretación
acorde con el principio a la igualdad ante la Ley reco-
nocido en el art. 14 CE. En efecto, si bien los recurrentes
en amparo obtuvieron inicialmente la estimación de su
pretensión ante el Juzgado de lo Social —que declaró
la responsabilidad subsidiaria del FOGASA en el abono
de sus indemnizaciones por despido—, posteriormente,
y como consecuencia del recurso de suplicación inter-
puesto por el organismo demandado, la Sentencia de
instancia fue revocada por el Tribunal Superior de Jus-
ticia, que absolvió al organismo recurrente de la recla-
mación objeto de la litis, a través de una interpretación
de la norma aplicada que los actores consideran dis-
criminatoria, y a la que directamente imputan la infrac-
ción del art. 14 CE.

3. Entrando ya en el fondo del asunto, se hace pre-
ciso señalar, en primer lugar, que —como afirma el Minis-
terio Fiscal— el objeto de la presente demanda lo cons-
tituye únicamente la Sentencia dictada por el Tribunal
Superior de Justicia, que es a la que se imputa la vul-
neración del art. 14 CE, y no el Auto del Tribunal Supremo
por el que se inadmitió el recurso de casación para la
unificación de doctrina, que no es discutido por los acto-
res, y que se cita como resolución impugnada simple-
mente por tratarse de la última que recayó en el
procedimiento.

La queja de los recurrentes se basa en la lesión del
derecho a la igualdad ante la Ley (art. 14 CE) por habér-
seles negado el derecho a percibir del FOGASA en su
calidad de responsable subsidiario en casos de insol-
vencia empresarial (art. 33.2 LET), las indemnizaciones
derivadas de la extinción de sus contratos por causas
objetivas, ex art. 52.c LET, mientras que a otros traba-
jadores despedidos por idénticas causas a las suyas, pero
en un número mayor que permite la aplicación del art.
51 LET, sí se les reconoce. Consecuentemente, debemos
conducir nuestro análisis a determinar si han sido objeto
de un trato discriminatorio lesivo del derecho fundamen-
tal invocado, y de ser así, si le resulta imputable, como
mantienen los actores, al órgano judicial ad quem al
efectuar la interpretación del precepto legal que aplicó.

Oportuno y conveniente será exponer brevemente el
contexto normativo en el que la resolución judicial impug-
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nada se dictó y, en concreto, las significativas modifi-
caciones que la Ley 11/1994, de 19 de mayo, por la
que se modificaron determinados artículos del estatuto
de los trabajadores, de la Ley de procedimiento laboral,
y de la Ley sobre infracciones y sanciones en el orden
social, había introducido en la regulación del despido.
Efectivamente, con esta Ley de 1994 se diversificó el
tratamiento unitario que hasta entonces habían tenido
los despidos por causas económicas, técnicas, organi-
zativas o de producción, en el sentido de eximir del trá-
mite de la autorización a algunos de ellos, fijando el
criterio de distinción del régimen jurídico aplicable en
el número de trabajadores afectados. De este modo, el
nuevo art. 51 LET pasó a regular las garantías proce-
dimentales del despido (apertura de periodo de consultas
con los representantes legales de los trabajadores y auto-
rización administrativa), que fundado en alguna de las
causas anteriormente mencionadas afectasen en un
periodo de noventa días a cierto número de trabajadores
en la empresa. Por otra parte, creó un nuevo apartado
c) en el art. 52 LET (despido por causas objetivas) ubi-
cando en él a aquellos despidos que si bien tenían las
mismas causas que las reguladas en el art. 51 LET, afec-
taban a un menor número de trabajadores que el exigido
en éste para su aplicación, y a los que no se les aplicaba
el procedimiento establecido en ese artículo para pro-
ceder a la adopción de la medida extintiva. A pesar de
que los despidos regulados en el art. 52.c LET no eran
sino una modalidad del previsto en el art. 51 LET, la
reforma operada en estos dos preceptos no llevó apa-
rejada la del art. 33.2 LET, que declaraba la respon-
sabilidad subsidiaria del FOGASA en los casos de insol-
vencia, suspensión de pagos, quiebra o concurso de
acreedores de la empresa, para los trabajadores des-
pedidos al amparo del art. 50 y 51 LET.

Posteriormente, se aprobó la Ley 42/1994, de 30
de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y de
orden social, que si bien modificó el art. 33 LET en el
sentido de reconocer la responsabilidad directa del
FOGASA (art. 33.8 LET) también en el caso de los tra-
bajadores despedidos conforme al art. 52.c LET, lo dejó
inalterado en cuanto a la responsabilidad subsidiaria del
mencionado Fondo (art. 33.2 LET), que continuó limitada
a los supuestos de despidos del art. 50 y 51 LET.

Los problemas de interpretación y aplicación judicial,
generados por el 33.2 LET, fueron resueltos por la Sala
de lo Social del Tribunal Supremo, que en unificación
de doctrina (Sentencias de 26 de enero de 1998 y de 16
de febrero de 1998) declaró que el art. 33.2 LET era
también de aplicación a los despidos regulados en el
art. 52.c LET, toda vez que resultaba imposible consi-
derarlos separadamente del art. 51 LET, del que cons-
tituía una variedad dentro del género caracterizada por
afectar a un menor número de trabajadores.

Finalmente, se aprobó la Ley 60/1997, de 19 de
diciembre, de modificación del estatuto de los trabaja-
dores en materia de cobertura del Fondo de Garantía
Salarial. Según su propia Exposición de Motivos, el esta-
tuto de los trabajadores contenía una laguna legal en
su art. 33.2, con cuya interpretación literal o restrictiva
se estaba produciendo «un claro perjuicio a un número
importante de trabajadores y un agravio comparativo
con respecto a otros», situación que traía causa de la
reforma que en tal texto legal se produjo con la apro-
bación de la Ley 42/1994, de 30 de diciembre. En este
sentido, y ante las múltiples denegaciones por el FOGASA
de las solicitudes de indemnización previstas en el art.
33.2 LET a los trabajadores despedidos en virtud del
art. 52.c LET, el legislador considera preciso «corregir
cuanto antes tal situación y aclarar, expresamente, que
los supuestos del art. 52.c LET también se incluyen en
el art. 33.2 LET, junto con los ya recogidos arts. 50

y 51», procediendo, por tanto, a la necesaria modifi-
cación, en este sentido, del art. 33.2 LET.

4. Sentado lo anterior, y puesto que los quejosos
sostienen la vulneración del derecho a la igualdad ante
la Ley (art. 14 CE), debemos recordar que, según rei-
terada doctrina de este Tribunal, el principio de igualdad
no implica en todos los casos un tratamiento legal igual
con abstracción de cualquier elemento diferenciador de
relevancia jurídica, de manera que no toda desigualdad
de trato normativo respecto a la regulación de una deter-
minada materia supone una infracción del mandato con-
tenido en el art. 14 CE, sino tan sólo las que introduzcan
una diferencia entre situaciones que puedan conside-
rarse iguales, sin que se ofrezca y posea una justificación
objetiva y razonable para ello, pues, como regla general,
el principio de igualdad exige que a iguales supuestos
de hecho se apliquen iguales consecuencias jurídicas
y, en consecuencia, veda la utilización de elementos de
diferenciación que quepa calificar de arbitrarios o caren-
tes de una justificación razonable. Lo que prohíbe el
principio de igualdad son, en suma, las desigualdades
que resulten artificiosas o injustificadas por no venir fun-
dadas en criterios objetivos y razonables, de valor gene-
ralmente aceptados. También es necesario, para que sea
constitucionalmente lícita la diferencia de trato, que las
consecuencias jurídicas que se deriven de tal distinción
sean proporcionadas a la finalidad perseguida, de suerte
que se eviten resultados excesivamente gravosos o des-
medidos. En resumen, el principio de igualdad, no sólo
exige que la diferencia de trato resulte objetivamente
justificada, sino también que supere un juicio de pro-
porcionalidad en sede constitucional sobre la relación
existente entre la medida adoptada, el resultado pro-
ducido y la finalidad pretendida (por todas, SSTC
22/1981, de 2 de julio, FJ 3; 3/1983, de 25 de enero,
FJ 3; 6/1984, de 24 de enero, FJ 2; 209/1987, de
22 de diciembre, FJ 3; 209/1988, de 10 de diciembre,
FJ 6; 76/1990, de 26 de abril, FJ 9; 20/1991, de 31
de enero, FJ 2; 110/1993, de 25 de marzo, FJ 6;
214/1994, de 14 de julio, FJ 8; 117/1998, de 2 de
junio, FJ 8; 46/1999, de 22 de marzo, FJ 2; 200/1999,
de 8 de noviembre, FJ 3; 212/2001, de 29 de octubre,
FJ 5; 200/2001, de 4 de octubre, FJ 4; 111/2001,
de 7 de mayo, FJ 2; y 39/2002, de 14 de febrero,
FFJJ 4 y 5).

También venimos manteniendo que los órganos judi-
ciales pueden vulnerar el mencionado derecho cuando
aplican las normas jurídicas con un criterio interpretativo
que produzca, o no corrija, el trato discriminatorio en
relación con otras situaciones válidamente comparables,
y además la norma a aplicar sea susceptible de distinta
interpretación que, siendo admitida en Derecho, con-
duzca a eliminar la desigualdad injustificada que en aquel
caso se produce, lo cual supone que si existe esa alter-
nativa de interpretación más conforme con la igualdad,
su no utilización equivale a una aplicación de la norma
que el art. 14 de la Constitución no consiente
(SSTC 103/1990, de 9 de marzo, FJ 2; 39/1992, de 30
de marzo, FJ 3; y 20/1994, de 27 de enero, FJ 2).

5. Aplicando la anterior doctrina al presente caso,
no cabe duda de la existencia de una identidad sustancial
entre las situaciones comparadas, que ha sido puesta
de manifiesto por el máximo intérprete de la legalidad
ordinaria, el Tribunal Supremo, que —en unificación de
doctrina— ha declarado que «la extinción contractual que
regula el art. 52.c LET es una variedad dentro del género
de las extinciones colectivas, caracterizada por afectar
a menor número de trabajadores que la regulada en
el art. 51», y, que, en consecuencia, y dado que «donde
una misma es la razón, debe ser también la misma la
regla del Derecho, han de aplicarse a ambas extinciones,
el mandato del art. 33.2 del Estatuto de los Trabaja-
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dores», pues «solución contraria, al ser carente de cual-
quier sustento razonable, habría de ser calificada como
discriminatoria» (Sentencia de la Sala de lo Social, en
unificación de doctrina, de 16 de febrero de 1998; y
en el mismo sentido, también en unificación de doctrina,
la anterior Sentencia de 26 de enero de 1998). Nos
encontramos, pues, con dos situaciones que sin duda
alguna pueden calificarse como iguales, al tratarse en
ambos casos de decisiones extintivas basadas en causas
económicas, técnicas, organizativas o de producción. Por
lo demás, y siendo análogos los supuestos contrastados,
no existe motivo alguno que pueda razonablemente jus-
tificar que los trabajadores despedidos conforme al art.
52.c LET reciban un diferente trato respecto a los del
art. 51, en cuanto a la protección que el art. 33.2 LET
depara a los trabajadores despedidos en los casos de
insolvencia empresarial. Así lo demuestra la aprobación
de la ya mencionada Ley 60/1997, de 19 de diciembre,
de modificación del estatuto de los trabajadores en mate-
ria de cobertura del Fondo de Garantía Salarial, la cual
amplió los sujetos beneficiarios de la responsabilidad
subsidiaria de ese organismo a los trabajadores despe-
didos con base al art. 52.c LET. Su finalidad —declarada
en su propia Exposición de Motivos— fue corregir cuanto
antes la situación existente, a saber, la exclusión esta-
blecida en el art. 33.2 LET, que provocaba «un claro
perjuicio a un número importante de trabajadores y un
agravio comparativo con respecto a otros».

En efecto, aunque el Abogado del Estado justifica
ese distinto trato en la mayor repercusión social que
tienen los despidos colectivos (art. 51 LET), al afectar
a un mayor número de trabajadores, su afirmación resul-
ta inadmisible toda vez que la aplicación del art. 51 o
del art. 52 LET depende de que se alcancen o no los
límites numéricos legalmente establecidos, con lo cual,
en muchas ocasiones, la reducida diferencia entre el
número de despedidos por uno u otro cauce no implica
diferencia alguna en cuanto a la trascendencia o posible
repercusión social que puedan tener las decisiones extin-
tivas de la empresa. Ciertamente, siguiendo la tesis del
Abogado del Estado, habría que justificar la aplicación
del art. 33.2 LET en el caso de que una empresa de
trescientos trabajadores despidiese por causas econó-
micas a 30 trabajadores (despido regulado en el
art. 51 LET), mientras que habría que negarla si el número
de despedidos fuese uno menos, al suponer la aplicación
del art. 52.c LET. No obstante, y aun cuando en la mayor
parte de los casos los despidos del art. 52.c LET tienen
un menor alcance social —según la opinión del Abogado
del Estado— que los realizados por la vía del art. 51
LET, ese dato no justificaría en modo alguno que a los
primeros se les negasen las garantías previstas en el
art. 33.2 LET relativas al abono de sus indemnizaciones
por despido con cargo al FOGASA, en tanto en cuanto
este organismo tiene como cometido garantizar a los
trabajadores la percepción de salarios adeudados e
indemnizaciones insatisfechas por causas derivadas del
desequilibrio patrimonial de las empresas, evitando así
los notorios perjuicios que de otro modo padecerían ante
la imposibilidad de cobrar sus deudas laborales, con inde-
pendencia del mayor o menor grado de repercusión
social de la medida extintiva que haya sido adoptada
por la empresa. Es más, tampoco parece que haya sido
ese el criterio tenido en cuenta por el legislador al deter-
minar los supuestos incluidos en la garantía prevista en
el art. 33.2 LET, desde el momento en que el legislador
incluyó en ese precepto a efectos de protección, los
casos de extinciones del contrato de trabajo por voluntad
del trabajador (art. 50 LET), de los que difícilmente resulta
predicable la repercusión social a la que el Abogado
del Estado hace referencia.

6. Teniendo en cuenta todo lo anterior, parece evi-
dente que la no inclusión en el entonces vigente art. 33.2

LET de los despidos realizados al amparo del art. 52.c
LET entre los supuestos que generaban la responsabi-
lidad subsidiaria del FOGASA, no respondió al propósito
de excluirlos expresamente de las garantías previstas
en ese precepto, sino, sencillamente, a una falta de sin-
cronía entre esa norma y los artículos 51 y 52.c LET,
en las sucesivas reformas de las que fueron objeto.

De este modo, y a pesar de esa falta de adecuación
del art. 33.2 LET a las modificaciones legislativas ope-
radas, quedaba en manos del juzgador llevar a cabo
una interpretación de ese precepto coherente con la nue-
va regulación del despido por causas económicas, téc-
nicas, organizativas y productivas, partiendo de la pre-
misa de que tras la reforma laboral efectuada por la
Ley 11/1994, de 19 de mayo, la línea de separación
entre el art. 52.c y el art. 51 LET venía marcada exclu-
sivamente, por el número de trabajadores afectados por
el despido, siendo idénticas las causas determinantes
del mismo, así como los derechos de los trabajadores
en relación a la indemnización por extinción del contrato,
lo que debía lógicamente suponer el reconocimiento de
iguales garantías respecto al cobro de indemnizaciones
a cargo del FOGASA.

Dada la laguna de la que adolecía el art. 33.2 LET,
como consecuencia de su falta de adaptación a las refor-
mas legislativas mencionadas, la opción a favor de una
interpretación literal, tal como la efectuada por la Sala
del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, no resultó
acorde con el sometimiento de los órganos judiciales
a la Constitución y con su deber de interpretar y aplicar
las leyes según los preceptos y principios en ella con-
tenidos (art. 5 LOPJ).

El Juzgado de lo Social, llevó a cabo una labor inter-
pretativa integradora, y, además respetuosa con el dere-
cho fundamental a la igualdad ante la Ley, ya que tras
analizar las identidades existentes entre los despidos rea-
lizados conforme al art. 51 LET y los llevados a cabo
por la vía del art. 52.c LET, concluyó afirmando que
era evidente que «la extinción de un contrato de trabajo
al amparo del apartado c) del art. 52 del Estatuto, para
que se produzca válidamente ha de hacerse conforme
a lo dispuesto en el art. 51 del mismo cuerpo legal,
de manera que ciertamente el legislador no consideró
necesario modificar el apartado 2 del art. 33 del repetido
Estatuto por cuanto el mismo señala que extinción de
los contratos conforme a los arts. 50 y 51 de esta Ley
y no cabe la menor duda de como se ha dicho la extinción
del contrato de trabajadores en número inferior a los
mínimos establecidos en el art. 51 pero por las causas
prevenidas en el mismo, se produce cuando es proce-
dente conforme a este art. 51, y por lo tanto el Fondo
de Garantía Salarial está obligado a abonar las indem-
nizaciones reconocidas, en este caso como consecuen-
cia de sentencia, siendo contraria a toda lógica la reso-
lución del FOGASA que ahora se impugna por cuanto
la interpretación errónea que el mismo hace del art. 33.2
determinaría hacer de peor condición a trabajadores de
pequeñas empresas o cuyo despido no fuera acompa-
ñado de un número importante de compañeros que a
trabajadores objeto de un despido colectivo, aún cuando
las causas, como queda dicho, en uno y otro caso son
idénticas, esto es, las contempladas y reguladas en el
art. 51 del Estatuto de los Trabajadores, por todo lo
cual, procede la estimación de la demanda».

Pues bien, aunque el órgano judicial de instancia des-
cartó razonablemente la interpretación literal del
art. 33.2 LET al resultar poco acorde con los cambios
normativos operados en esa materia y por las evidentes
e injustificadas desigualdades que producía entre tra-
bajadores despedidos por idénticas causas pero a través
de distintos cauces procedimentales (arts. 51 y 52 c
LET), sin embargo, el Tribunal Superior de Justicia,
haciendo suyo el criterio mantenido por el FOGASA en
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la vía administrativa y posteriormente a través del recurso
de suplicación, realizó una interpretación del art. 33.2
LET excesivamente apegada a la literalidad del precepto,
a pesar de que la norma era susceptible de una inter-
pretación distinta —como lo evidencia la decisión adop-
tada por el Juzgado de lo Social— que podía fácilmente
eliminar las desigualdades injustificadas a las que aquélla
conducía, optando, de este modo, por la que resultaba
menos respetuosa con el derecho fundamental a la igual-
dad ante la Ley, y realizando, consecuentemente, una
aplicación de la norma estatutaria que el art. 14 CE no
consiente (SSTC 103/1990, de 9 de marzo, FJ 2;
39/1992, de 30 de marzo, FJ 3; y 20/1994, de 27
de enero, FJ 2), lo que conduce a la estimación de este
recurso de amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Ramón Gutiérrez
Bobadilla, don Julián Valdeón García, y doña María Jesús
Villegas Andrada y, en consecuencia:

1.o Declarar que ha sido vulnerado su derecho a
la igualdad ante la ley (art. 14 CE).

2.o Declarar la nulidad de la Sentencia de la Sala
de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Madrid,
de 2 de octubre de 1997, lo que implica la firmeza de
la Sentencia dictada por el Juzgado de lo Social núm. 22
de Madrid, de 4 de febrero de 1997.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a seis de mayo de dos mil dos.—Don
Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Pablo García Man-
zano.—Fernando Garrido Falla.—María Emilia Casas Baa-
monde.—Javier Delgado Barrio.—Roberto García-Calvo y
Montiel.—Firmado y rubricado.

10776 Sala Primera. Sentencia 104/2002, de 6 de
mayo de 2002. Recurso de amparo 4288/98.
Promovido por don Ángel Figueroa Fernández
frente al Auto de un Juzgado de Vigilancia
Penitenciaria de Madrid que mantuvo la san-
ción disciplinaria impuesta por el Centro Peni-
tenciario Madrid III, por falta de respeto a un
funcionario.
Vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva (incongruencia): falta de respuesta
judicial a las alegaciones del interno sobre
prueba y asesoramiento.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Manuel Jiménez de Parga y Cabrera, Pre-
sidente, don Pablo García Manzano, don Fernando Garri-
do Falla, doña María Emilia Casas Baamonde, don Javier
Delgado Barrio y don Roberto García-Calvo y Montiel,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente
SENTENCIA

En el recurso de amparo número 4288/98, promo-
vido por don Ángel Figueroa Fernández, representado
por la Procuradora doña Paloma Prieto González y asis-

tido por el Abogado don José Manuel Hidalgo López
Pastor, contra el Auto dictado por el Juzgado de Vigi-
lancia Penitenciaria núm. 3 de Madrid el 17 de agosto
de 1998. Ha intervenido el Abogado del Estado y el
Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado don
Roberto García-Calvo y Montiel, quien expresa el parecer
de la Sala.

I. Antecedentes

1. El 15 de octubre de 1998 se registró en el Tri-
bunal un escrito de don Ángel Figueroa Fernández, remi-
tido a través de la dirección del Centro Penitenciario
Madrid III el 9 de octubre del mismo año, en el que
anunciaba su intención de recurrir en amparo el Auto
dictado por el Juzgado de Vigilancia Penitenciaria núm.
3 de Madrid que confirmó el anteriormente dictado por
el mismo órgano judicial resolviendo el recurso de alzada
formulado por el demandante contra el acuerdo de la
Comisión Disciplinaria del Centro Penitenciario que le
impuso la sanción disciplinaria de 19 días de aislamiento
en celda por la comisión de dos faltas, una grave y otra
muy grave. En dicho escrito, el demandante de amparo
solicitaba el nombramiento de Abogado y Procurador
del turno de oficio para interponer el recurso de amparo.

2. Por providencia de 26 de octubre del mismo año
la Sección Primera del Tribunal acordó librar despachos
a los Colegios de Abogados y Procuradores de Madrid
a fin de que le fueran designados Procurador y Abogado
que defendieran y representaran al recurrente, así como
requerir al Juzgado de Vigilancia Penitenciaria núm. 3
para que en plazo de diez días, y a tenor de lo dispuesto
en el art. 88 LOTC, remitieran testimonio del expediente
núm. 1445/95. Recibido el testimonio de las actuacio-
nes y los nombramientos correspondientes, por provi-
dencia de 30 de noviembre de 1998 se acordó dar tras-
lado de la documentación recibida a la Procuradora
Sra. Prieto González para que bajo la dirección del Abo-
gado don José Manuel Hidalgo López-Pastor formularan
la demanda de amparo en el plazo de veinte días.

3. Por providencia de 25 de enero de 1999 se tuvo
por recibido el oficio de la Comisión de Asistencia Jurí-
dica Gratuita trasladando la petición del Abogado desig-
nado para que por el recurrente en amparo se ampliara
la documentación, acordándose conceder nuevamente
a la representación del recurrente el plazo de diez días
para que, a la vista de las actuaciones remitidas por
el órgano judicial, manifestara si era suficiente a los fines
de formular la demanda o, por el contrario, indicara qué
documentación le era precisa para la formulación del
recurso. El 10 de febrero de 1999 se registró, procedente
del Juzgado de Instrucción en funciones de guardia,
escrito de la representación del recurrente en el que
se manifestaba la suficiencia de la documentación obran-
te en las actuaciones a los efectos de interponer la
demanda de amparo, por lo que en providencia de 1
de marzo siguiente se acordó conceder al demandante
el plazo de veinte días para formular la demanda de
amparo. Finalmente, el 29 de marzo de 1999 se registró
en el Tribunal la demanda de amparo presentada en
el Juzgado de Instrucción en funciones de guardia el
día 27 del mismo mes y año.

4. Los hechos relevantes para la resolución de este
recurso de amparo son, en síntesis, los siguientes:

a) El 26 de marzo de 1998 el funcionario que rea-
lizaba las funciones de Jefe de servicios en el Módulo
V del Centro Penitenciario Madrid II elevó a la Dirección
del Centro un parte sobre determinados hechos acae-
cidos sobre las 11 horas en los que estaba involucrado
el recurrente en amparo, don Ángel Figueroa Fernández,


